








































































42
35 

independencia de la edad de las vfctlmas. La Comisión nota que las edades de las vfctimas al 
momento de los hechos van desde los 9 meses hasta los 9 años de edad, lo que significa que las 
manifestaciones de miedo y sensación de desprotección pudieron variar en cada caso, sin que ello 
signifique que no exista una afectación. 

177. Respecto del derecho a la vida, la Corte lnteramericana ha indicado recientemente 
que "por la naturaleza misma de la desaparición forzada, la vfctima se encuentra en una situación 
agravada de vulnerabilidad, de la cual surge el riesgo de que se violen diversos derechos, entre ellos, 
el derecho a la vida. Esta situación se ve acentuada cuando se esté frente a un patrón sistemático 
de violaciones de derechos humanos y cuando se trata de niños o niñas( ... ) dado que la sustracción 
Ilegal de sus padres biológicos también pone· en riesgo la vida, supervivencia y desarrollo de los 
niños y niñas146

, este último entendido de una manera amplia abarcando aquellos aspectos 
relacionados con lo ffsico, mental, espiritual, moral, psicológico y social'"'7 • 

178. Si bien es cierto que las desaparicion¡¡s de. niños y nmas revisten ciertas 
características distintivas de otras formas de desaparición forzada, y la experiencia ha demostrado 
que existe una mayor probabilidad de encontrar a las vfctimas con vida, tales diferencias no son 
suficientes para desvirtuar la violación del derecho a la vida en el presente caso. La Comisión resalta 
que la jurisprudencia del sistema Interamericano sobre este punto busca precisamente establecer el 
alcance completo de la responsabilidad internacional en casos de desaparición forzada en los cuales 
es innegable el riesgo intrfnseco que implica para la vida de las personas. Asimismo, se busca que 
los Estados adopten todas las medidas a su alcance para establecer el paradero de las vfctimas y, de 
ser el caso, desvirtuar la presunción de violación del derecho e la vida. 

179. La Comisión considera que el actuar de los militares que privaron de la libertad, se 
apropiaron y dispusieron del destino de las vfctimas del presente caso, sin tomar en consideración 
sus necesidades especiales de protección ni adoptar medidas que permitieran determinar su 
identidad y, por ende, facilitar la reunlficaclón inmediata con sus familiares, todo en un contexto de 
violencia extrema y permanente como la vivida durante el conflicto armado en El Salvador, implicó 
que los cinco niños y niña fueran puestos en una situación de riesgo Inminente a su vida por parte 
de agentes estatales. A la fecha, pasados más de 30 años de la desaparición, no ha sido establecido 
el destino o paradero de ninguno de los cinco niños vfctima del presente caso. 

180. En cuanto al derecho al reconocimiento a la personalidad jurfdica, la Comisión 
recuerda qua éste es un requisito esencial y necesario para la titularidad y ejercicio de todos los 
derechos, toda vez que sin él, la persona no goza de la protección y garantfas que la ley ofrece, 
sencillamente por ser invisible ante ella. 

181, Por su propia naturaleza, la desaparición forzada de personas busca la anulación 
jurfdica del individuo para sustraerlo, precisamente, de la protección que las leyes y la justicia le 
otorgan. De este modo, ·el aparato represivo garantiza que las personas puedan ser privadas 
Impunemente de sus derechos, colocándolas fuera del alcance de toda posible tutela judicial. El 
objetivo de quienes la ejecutan es operar al margen del imperio de la ley, ocultando toda evidencia 
del delito, procurando de este modo escapar a su investigación y sanción e impidiendo que la 

14-G Corte I.D.H., Caso Contreras y otms Vs, El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 31 de agosto 
de 2011 Serie C No. 232, párr. 90. Cltando.Cfr. Caso supra nota 16, párr. 130, 

147 Corte I.D.H., Caso Contreras y otros Vs, El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 8gosto 
de 2011 Serie C No. 232, párr. 90. Cltando.Cfr. Naciones Unidas, Comité de loa Derechos del Niño, Observación General No. 
6, Medidas generales de aplicación de la Convenc;ón sobre los Derechos del Niño (articulas 4 v 42 y párrafo 6 del articulo 
44), CRC/GC/2003/5, de 27 de noviembre de 2003, párr. 12. 
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persona o sus familiares puedan interponer acción alguna o que, en caso de ser interpuesta, ésta 
logre algún resultado positivo. 

1 82. Asimismo, la Comisión observa que desde su més temprana jurisprudencia, la Corte 
ha sido consistente en establecer el carácter pluriofensivo de la desaparición forzada de persones 14'. 

Precisamente esta violación múltiple de los derechos esenciales de una persona resulta posible por 
hallarse ésta al margen del imperio de la ley, privada de su personalidad jurfdlca. De conformidad 
con ello, y teniendo además en consideración el carácter continuado de dicho delito, es que la 
Comisión considera que en el caso de la desaparición forzada no resulta posible establecer la 
extinción de la personalidad jurfdica dada la imposibilidad de determinar si la persona continúa o no, 
aún con vida. Es por ello que, entre los múltiples derechos afectados por la desaparición forzada se 
encuentra el derecho al reconocimiento de la personalidad jurfdica de quienes son vfctlmas de tal 
práctica. Aún más, la Comisión entiende que la privación de la personalidad jurfdica constituye 
precisamente el medio por el cual se procura y materializa la violación de todos los demás derechos 
afectados por la desaparición forzada. 

183. La violación del derecho al reeonocimiento de la personalidad jurfdica que configura 
el fenómeno de la desaparición forzada es tal, que varios Estados de la región han debido adoptar 
legislación especifica que diferencie este fenómeno del de la ejecución extrajudicial. El Estado 
impide el ejercicio de los derechos y obligaciones de las personas con vida dado que el Estado niega 
el destino final de éstas149• 

184. En relación con ello, la Corte ha reconocido que la 

{. .. ) la desaparición forzada también conlleva a la vulneración del derecho al reconocimiento de 
la personalidad jurfdlca establecido en el artfculo 3 de la Convención Americana, dado que su 
desaparición busca no sólo una de las más graves formas de sustracción de una persona de 
todo ámbito del ordenamiento jurldico, sino también negar su existencia y dejarla en una 
suerte de limbo o situación de indeterminación jurfdica ante la sociedad y el E.stado150

, aún 
más cuando la identidad ha sido alterada i!egalmente151

, 

185. En el presente caso, la desaparición de José Adrián Rochac Hernández, Santos 
Ernesto Salinas, Emelinda Lorena Hernández, Manuel Antonio Bonilla y Ricardo Ayala Abarca tuvo 
por objetivo privarlos de su personalidad jurídica, dejándolos así por fuera del propio ordenamiento 
jurfdico e institucional. En efecto, bajo el contexto en que ocurrieron sus desapariciones fueron el 
medio por el cual sus perpetradores procuraron la impunidad de sus actos, garantizados por la 
imposibilidad de las vfctimas y de sus familiares de buscar tutela judicial, frente a la ausencia 
constante y sistemática de toda investigación relacionada con su paradero, ya que esta información 
era negada y/o tergiversada por las autoridades. En ese sentido, la Comisión ha establecido que: 

1411 Corte I.D.H., Caso Hellodoro Portugal Vs, Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 12 de agosto de 2008. e No. 186, párrs. 106 y 112; Caso Go;burú y otros Vs. Paraguay. Sentencia de 
22 de septiembre de 2006. Serie C No. 153, párrs. 81 al 86¡ Caso Gómez Palomino Vs. Per/J, Sentencia de 22 de noviembre 
de 2005. Serie e No. 136, párr. 92¡ y Caso Velásquez Rodrfguez Vs. Honduras. Sentencia de 29 da julio de 1988, Serie C 
No. 4,.párr. 155. 

140 Por ejemplo, en el caso de las personas detenidas-desaparecidas que continúan con vida, el Estado les niega el 
derecho de acceder a un juez en caso de detención y en el caso en que las personas detenidas-desaparecidas hayan sido 
ejecutadas, los derechos que emergen a los familiares de personas fallecidas, como por ejemplo derechos hereditarios, 
también son obstaculizados por la indeterminación jurfdlca en que se encuentra el detenido-desaparecido. 

16° Corte I.D.H., Caso Contreras y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto 
de 2011 Serle C No. 232, párr. 88. Cfr. Caso Anzualdo Castro, supra nota 109, párr. 90; Caso Gomes Lund y otros 
(Guerrllha do Araguaia}, supra nota 97, párr. 122, y Caso lbs en Cárdenas e lbsen Pefla, supra nota 100, párr, 98. 

161 Corte I.D.H., Caso Contreras y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto 
de 2011 Serie C No. 232, párr. 88. 
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El objetivo de quienes perpetraron el acto de desaparición consiste en actuar al margan de la ley, 
ocultar todas las pruebas de sus delitos y escapar a toda sanción. Cuando se lleva a cabo una 
desaparición se eluden los medios de protección básicos establecidos por la ley y la vfctima 
queda sin defensa. Para la vfctlma, la consecuencia de una desaparición forzada consiste en que 
se le priva de todo derecho esencial considerado inherente al mero hecho de que se trata de un 
ser humano. De este modo, el acto de desaparición forzada viola el derecha del individuo 
conforme al artfcu\o 3 de la Convención Americana [ ... ] al reconocimiento de su personalidad 
jurídica 1s2

• 

186. En virtud de las anteriores consideraciones, la Comisión concluye que el Estado de El 
Salvador violó los derechos a la libertad personal, integridad personal, vida y reconocimiento de la 
personalidad jurldica, consagrados en los artfculos 7, 5, 4 y 3 de la Convención Americana, en 
relación con las obligaciones establecidas en el articulo 1 .1 del mismo instrumento, en perjuicio de 
José Adrián Rochac Hernández, Santos Ernesto Salinas, Emelinda Lorena Hernández, Manuel 
Antonio Bonilla y Ricardo Ayala Abarca. 

C. Los derechos a la familia. al nombre y a la especial protección de los nlftos y niñas 
(artrculos 17, 18 y 19 de la Convención) 

187. El articulo 17 de la Convención Americana establece, en lo pertinente, que "[l]a 
familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la sociedad y el 
Estado. [ ... ]". 

188. El articulo 18 de la Convención establece: "[t]oda persona tiene derecho a un 
nombre propio y a los apellidos de sus padres o al de uno de ellos. La ley reglamentará la forma de 
asegurar este derecho para todos, mediante nombres supuestos, si fuere necesario". 

189. El artfculo 19 de la Convención Americana, indica que "[t]odo niño tiene derecho a 
las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la 
sociedad y del Estado." 

190. El articulo 1 .1 de la Convención establece que: 

los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
.jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones polfticas o de cualquier otra fndole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición saclal. 

191. Teniendo en cuenta las particularidades del presente caso y el hecho de que todas 
las vlctimas eran niños y niñas al momento de su desaparición forzada, la Comisión considera 
pertinente analizar las obligaciones estatales del articulo 17 de la Convención Americana, leido 
conjuntamente con el articulo 19 del mismo instrumento. Posteriormente, la Comisión se referirá a 
los alegatos de los peticionarios respecto del articulo 18 de la Convención. 

192. De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, el articulo 19 de la Convención 
Americana debe entenderse como un derecho adicional y complementario, que el tratado establece 
para seres que por su desarrollo flsico y emocional necesitan de protección especial 163

• Los niños, 

152 Ver CIDH, Informe N° 11/98, Caso 10.606, Samuel de la Cruz Gómez, Guatemala, 7 de abril de 1998, párr. 57, 
disponible en http:/ Jwww .cidh.oas.orrllaMualrep/97 span/Guatema!a 1 O. 606.htmNota. 

163 Corte I.D.H., Caso de /as Masacres de ltuango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julla de 2006. Serie e No. 148, 
párrafo 106¡ Caso Ba!deón Garcfa Vs. Argentina, Sentencia de 6 de abril de 2005. Serie e No. 1471 pérrafo 244; Caso de la 
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salvo cuando sea contrario a su interés superior y, si es necesario separar al niño de su familia, se 
deberán aplicar procedimientos equitativos y en los que se respeten las garantfas del debido 
proceso. 

200. Adicionalmente, este mismo instrumento reproduce en diversas disposiciones el 
derecho del nifto a vivir con sus padres y a ser cuidado por ellos162• En el preámbulo se incluye 
expresamente a la familia como el lugar natural para el crecimiento de los niños y el deber de los 
Estados de apoyar a esta instituéión para que pueda cumplir con su función en la sociedad. 

201. Otras declaraciones y conjuntos de principios consagran la relación entre los 
derechos del niño y la protección a la familia. Las Directrices de las Naciones Unidas para la 
Prevención de la Delincuencia Juvenil "Directrices de Riad" establecen que: 

( ... ) la familia es la unidad central encargada de la integración social primaria del niño1 Jos 
gobiernos y la sociedad deben tratar de preservar la Integridad de la familia, Incluida la familia 
extensa. La sociedad tiene la obligación de ayudar a la familia a cuidar y proteger al niño y 
asegurar su bienestar ffslco y mental (,.,), 63 

202. Congruente con este desarrollo internacional entre la relación entre la protección del 
niño y de la familia, la Corte lnteramericana ha señalado que: 

El niiío tiene derecho a vivir con su familia, llamada a satisfacer sus necesidades materiales, 
afectivas y psicológicas. El derecho de toda persona a recibir protección contra injerencias 
arbitrarlas o ilegales en su familia, forma parte, implfcitamente, del derecho a la protección de 
la familia y del niño ( ... )164• 

203. El rnismo Tribunal - citando a la Corte Europea de Derechos Humanos - ha 
establecido que el disfrute mutuo de la convivencia entre padres e hijos constituye un elemento 
fundamental en la vida de familia y que el contenido esencial de este precepto es la protección del 
individuo frente a la acción arbitraria da las autoridades públicas, siendo una de las interferencias 
más graves la que tiene por resultado la división de una familia"'. 

162 Artfculo 7: 1. El niño será Inscripto inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde que nece 
a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos; 
artfculo 1 O: 1. De conformidad con la obligación que incumbe a los Estados Partes a tenor de lo dispuesto en el párrafo 1 del 
artfculo 9, toda solicitud hecha por un niño o por sus padres para entrar en un Estado Parte o para salir de él a los efectos de 
la reunión de la faml!ia será atendida por los Estados Partes de manera positiva, humanitaria y expeditiva. Los Estados Partes 
garantizarán, además, que la presentación da tal petición no traerá consecuencias desfavorables para los peticionarios ni para 
sus familiares. 2. El nh'io cuyos padres residan en Estados diferentes tendrá derecho a mantener periódicamente, salvo en 
circunstancias excepcionales, relaciones personales y contactos directos con ambos padres. Con tal fin, y de conformidad 
con la obligación asumida por los Estados Partes en virtud del párrafo 1 del artfculo 9, los Estados Partes respetarán el 
derecho dal niño y de sus padres a salir de cualquier pafs, Incluido el propio, y de entrar en su propio pafs. El derecho de salir 
de cualquier pafs estará sujeto solamente a las restricciones estipuladas por ley y que sean necesarias para proteger la 
seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de otras personas y que estén en 
consonancia con loa demás derechos reconocidos por la presente Convención; artfculo 11: 1, Los Estados Partes adoptarán 
medidas para luchar contra los traslados llfcltos de niños al extranjero y la retención llfclta de niños en el extranjero.( ... ). 

163 En el mismo sentido se pronuncian las Reglas de Beljing (17, 18 y 46). Ver también: Declaración sobre los 
principios sociales V jurfdlcos relativos a la protección V el bienestar de los niños, con particular referencia a la colocación en 
hogares de guarda, en los planos nacional e Internacional, de 1986, fue adoptada por la Asamblea General de Naciones 
Unidas en su resolución 41/85, de 3 de diciembre de 1986 V al Plan da Acción de la 111 Cumbre de las Américas realizada en 
Ouébec, Canadá, en abril de 2001, entre otros documentos. 

164 Corte I.D.H., Condícíón Jurídica y Derechos Humanos del Nlflo. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto 
de 2002. Serie A No. 17" párrafo 71. 

166 Corte LD.H., Condición Jur/dica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC~17/02 de 28 de agosto 
de 2002. Serie A No. 17, párrafo 72. 
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204. Todo lo anterior, analizado bajo las obligaciones estatales en virtud de los articulas 
17 y 19 de la Convención Americana, significa que aún en una situación excepcional, el Estado a 
través de sus agentes debe velar por la protección de la institución familiar como mecanismo 
esencial para la protección de los derechos de los niños bajo su jurisdicción. En ese sentido, en 
caso de producirse una separación de un niño respecto de su núcleo familiar, el Estado debe 
procurar preservar ese vinculo interviniendo temporalmente y orientando su accionar a la 
reincorporación del niño a su familia y su comunidad siempre que eso no sea contrario a su interés 
superior. La Corte l.nteramericana de Derechos Humanos ha sido muy clara al establecer que en 
estas situaciones, los niños deben ser devueltos a sus padres tan pronto lo permitan las 
circunstancias 166

• 

205. En el presente caso, fue el mismo Estado salvadoreño el que, a través de sus 
Fuerzas Armadas provocó la separación de José Adrián Rochac Hernández, Santos Ernesto Salinas, 
Emelinda Lorena Hernández, Manuel Antonio Bonilla y Ricardo Ayala Abarca, de sus familias de 
origen mediante su desaparición forzada. 

206. Cabe mencionar que algunas de las victimas del presente caso tenian la edad 
suficiente como para tener conocimiento de los nombres y lugar de habitación de sus familiares. Es 
evidente que los soldados que se apropiaron de los niños y niñas víctimas de este caso, no 
intentaron establecer su identidad para permitir la reunificación familiar. Por el contrario, la forma en 
la que ocurrieron los hechos que la Comisión ha dado por probados y que el Estado ha reconocido, 
demuestra que los funcionarios militares procuraron la separación de los niños y sus familias de 
origen a través de la persecución de éstos, el estado de terror que se buscaba generar e incluso su 
asesinato, como por ejemplo en el caso de la madre de José Adrián Rochac Hernández quien fue 
ejecutada momentos antes de la sustracción del niño. Todo esto, dentro de la doctrina de 'quitarle el 
agua al pez'167 ", estrategia estatal que consistió en atacar principalmente las poblaciones rurales en 
las zonas que se consideraban de actividad guerrillera, lo que ocasionó, entre otros, la muerte de 
muchos civiles, la separación de las familias, los desplazamientos forzados de comunidades enteras, 
el secuestro de niños y niñas, y la destrucción de bienes, 

207. Además de la responsabilidad derivada del actuar estatal en el momento mismo del 
inicio de ejecución de la desaparición forzada de los niños y la niña con la finalidad de separarlos/a 

. de su familia de origen, esta violación tiene carácter de continuada hasta la fecha, puesto que no se 
han tomado medidas adecuadas y efectivas para efectuar un búsqueda seria de las victimas y 
determinar su destino o paradero. Esta omisión ha impedido durante más de tres décadas el 
restablecimiento del vinculo familiar y, consecuentemente, de la identidad de las victimas. 

208. En virtud de las anteriores consideraciones, la Comisión lnteramericana concluye que 
el Estado salvadoreño Incumplió las obligaciones establecidas en el articulo 19 de la Convención 
Americana en relación con las obligaciones establecidas en el articulo 1 .1 del mismo instrumento, en 
perjuicio de José Adrián Rochac Hernández, Santos Ernesto Salinas, Emelinda Lorena Hernández, 
Manuel Antonio Bonilla y Ricardo Ayala Abarca. Asimismo, la Comisión concluye que el Estado 
incumplió su obligación de protección a la familia consagrada en el artfculo 17 de la Convención 
Americana en relación con las obligaciones estableciqas en el artfculo 1 .1 del mismo instrumento en 
perjuicio de José Adrián Rochac Hernández, Santos Ernesto Salinas, Emellnda Lorena Hernández, 
Manuel Antonio Bonilla y Ricardo Ayala Abarcas, asi como de los familiares identificados hasta el 
momento, Alfonso Hernández, Sebastian Rochac Hernández, Estanislao Rochac Hernández, Maria 
Juliana Rochac Hernéndez, Marfa del Tránsito Rochac Hernández, Ana Margarita Rochac Hernández, 

16° Corte I.D.H., Condición Jurldica y Derechos Humanos del Nlño. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto 
de 2002. Serie A No. 17., párrafos 75 y 77. 

167 1nforme de la Comisión de la Verdad de El Salvador. Casos y patrones de violencia A y B, 
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Nicolas Alfonso Rochac Hernández, Marra Adela lraheta (fallecida en 2005), Amparo Salinas, Estela 
Salinas, Josefina Salinas, Julio lraheta, Felipe Flores lraheta, Marra Adela Hernández, Juan de la 
Cruz Sánchez (fallecido), Joel Alcides Hernández, Valentina Hernández, Santiago Perez, Juan 
Evangelista, José Cristina Hernández, Eligorio Hernándaz, Rosa Ofelia Hernández, José de la Paz 
Bonilla, María de los Ángeles Osario, Petrolina Abarca Alvarado, José Arfstides Bonilla, Marra Inés 
Bonilla, Marra Josefa Rosales, Marra Esperanza Alvarado, Luis Alberto Alvarado, Estar Ayala Abarca, 
Paula Alvarado, Daniel Abarca, José Humberto Abarca y Osmfn Abarca. 

209. En cuanto al alegato de los peticionarios respecto del derecho al nombre establecido 
en el articulo 18 de la Convención Americana, la Comisión considera que aunque el contexto 
descrito indica que un destino común de los niños y niñas desaparecidos/as era la sustracción de la 
identidad mediante cambios de nombres, en el presente caso no ha sido establecido dichas 
circunstancias efectivamente ocurrieron. En ese sentido, la Comisión coincide con la aproximación 
de la Corte lnteramericana en el caso Contreras y otros vs. El Salvador, en el cual indicó que "no es 
posible aplicar una presunción para establecer la violación del derecho al nombre y a la identidad en 
todos los casos. En este supuesto la sola comprobación de la práctica de desapariciones no basta, 
pues se requiere prueba· sobre las violaciones alegadas"168 • 

D. Los derechos a las garantfas judiciales y protección judicial (artículos 8 y 25 de la 
Convención) 

21 O. El articulo 8.1 de la Convención Americana establece: 

Toda persona tiene derecho a ser ofda, con las debidas garantras y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, Independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación da'cualquier acusación panal formulada contra ella, 
o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter, 

211. El articulo 25.1 de la Convención Americana consagra: 

Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo 
ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que viOlen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando 
tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 

212. El art!culo 1.1 de la Convención establece: 

[l]os Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones polrticas o de cualquier otra rndole1 origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. 

213. La Corte ha señalado que "en virtud de la protección otorgada por los articulas 8 y 
25 de la Convención, los Estados están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las 
vlctimas de violaciones de los derechos humanos, que deben ser sustanciados de conformidad con 
las reglas del debido proceso legal"'". 

1611 Corte LD.H., Caso Contreras y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto 
de 2011 Serie C No. 232, piirr. 118. 

16a Corte !.D.H., Ca~o Cantora/ Huamanf y Garcfa SBnta Cruz Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 10 de julio de 2007. Serie C No. 167, pórr. 124; Corte !.D.H., Caso de la Masacre de la Rochela, 
Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C. No. 163, párr. 145; Corte I.D.H., Caso del Penal Miguel Castro Costra Vs. PenJ. 

Continúa ... 
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214. En cuanto a los derechos de los familiares de las vfctimas de derechos humanos de 
obtener justicia y reparación, la Corte ha dicho qua 

del artrculo B de la Convención se desprende que las vfctlmas de las violaciones de los 
derechos humanos, o sus familiares, deben contar con amplias posibilidades de ser ofdos y 
actuar en los respectivos procesos, tanto en procura del esclarecimiento de los hechos y del 
castigo de los responsables, como en busca de una debida reparación170 , 

215. En el mismo sentido, la Corte ha indicado que los familiares de las vfctlmas tienen el 
derecho, y los Estados la obligación, a que lo sucedido a éstas sea efectivamente investigado por las 
autoridades del Estado; se siga un proceso contra los presuntos responsables de estos ilfcitos; en su 
caso, se las Impongan las sanciones pertinentes, y se reparen los daños y perjuicios .que dichos 
familiares han sufrido 171

• Según lo anterior, las autoridades estatales, una vez tienen conocimiento 
de un hecho de violación de derechos humanos, en particular da los derechos a la vida, integridad 
personal y libertad personal 172

, tienen el deber de iniciar ex offlcio y sin dilación, una investigación 
seria, imparcial y efectiva173 , la cual debe llevarse a cabo en un plazo razonable174 • 

216. Sobre el contenido del deber de investigar con la debida diligencia, la Corte 
lnteramericana ha señalado que implica que las averiguaciones deben ser realizadas por todos los 
medios legales disponible.s y deben estar orientadas a la determinación de la verdad 175• En la misma 
lfnea, la Corte ha indicado que el Estado tiene el deber de asegurar que se efectúe todo lo necesario 
para conocer la verdad de lo sucedido y para que se sancione a los eventuales responsables"', 

... continuación 
Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C No. 160, pérr. 381; y Corte I.D.H., Caso Trabajadores Cesados del 
Congreso (Aguado Alfara y otros) Vs. Perú, Sentencia de 24 de noviembre de 2006, Serie C No. 158, párr. 106. 

17° Corte I.D.H., Caso Garcfa Prieto y otros Vs. El Salvador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, 
Seintencia de 20 de noviembre de 2007. Serie C No. ·1 88, párr, 1 02; Corte I.D.H., Caso de Jos ~wiños de la Cal/err (Vil/agrán 
Morales y otras Vs. Guatema!e. Sentencia de 19 de noviembre de 1999, Serie C No. 63, párr. 227; y Corte l.P.H., Ceso de 
las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. F011do, Reparaciones y Costas. Sentencia de 01 de marzo dé 2005. Serie e No. 
120, pérr, 63. 

171 Corte l.D.H., Caso Garcfa Prieto y otros Vs. El Salvador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2007. Ser1e C No. 188, párr. 103; Corte I.D.H., Caso Bulacío Vs. Argentina. Excepciones 
PreNminares, Fondo, Reparocíones y Costas. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Serie e No. 100, párr. 114; y Corte 
I.D.H., Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serle C No. 160, párr. 382. 

m Corte I.D.H., Caso Cantora! Huamanly Garcfs Santa Cruz Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 O de julio de 2001, Serie C No, 167, párr. 1 OO. 

173 Corte I.D.H., Caso Gercla Prieto y otros Vs. El Salvador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de· 20 de noviembre de 2007, Serie C No. 168, párr. 101; -Corte l.D.H., Caso de los H8rmanos Gómez Paquiyaurl 
Vs. Perú. Sentencia de B de julio de 2004. Serie C No. 110, párrs. 146; Corte I.D.H., Caso Cantora! Huamanl y Garofa Santa 
Cruz Vs. Perú, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 O de julio de 2007. Serie C No. 167, pérr. 
130. 

174 Corte I.D.H., Caso Bu/acio Vs. Argentina. Sentencia de 18 de septiembre de 2003, Ser\e C No. 100, párr. 114; 
Corte I.D.H,, Caso de la Masacre de la Rochela Vs. Colombia. Sentencia de 11 de mayo de 2007, Serie C. No. 163, párr. 
146; Corte I.D.H., Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C No. 160, 
párr. 382. 

176 Corte I.D.H., Caso Garcla Prieto y otros Vs. El Salvador. Excepción Pre!lminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2001. Serie e No. 168, párr. 1 O 1. 

176 Corte l.D.H., Caso Bulacio Vs. Argentina. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Serie C No. 100, párr. 114; 
Corte l.D.H,, Caso de la Masacre de la Rochela Vs. Colombia. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C. No, 163, párr. 
146; Corte I.D.H., Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. PenJ. Sentencia de 26 de noviembre de 2006. Serie e No. 160, 
párr. 382. 
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involucrando a toda Institución estatal 177
• La Corte también ha dicho que las autoridades deben 

adoptar las medidas razonables que permitan asegurar el material probatorio necesario para llevar a 
cabo la investigación 178• 

217. Si bien la obligación de investigar es une obligación de medios, y no de resultado, 
ésta debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad 
condenada de antemano a ser infructuosa"', o como una mera gestión de intereses particulares, 
que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de la aportación privada 
de elementos probatorios180• 

21 B. En cuanto a la garantía de plazo razonable, la Corte ha establecido que es necesario 
tomar en consideración tres elementos a fin de determinar la razonabilidad del plazo: a) complejidad 
del asunto, b) actividad procesal del interesado, y e) conducta de las autoridades judiciales 181 • En 
casos más recientes, la Corte ha Incluido como cuarto elemento, los efectos que la demora en el 
proceso puedan tener sobre la situación jurídica de la víctima182, 

219. En virtud de los precedentes citados, la Comisión analizará si en el presente caso el 
Estado de El Salvador llevó a cabo una investigación seria y diligente, en un plazo razonable, sobre 
la desaparición forzada de las víctimas como mecanismo pera garantizar los derechos de las 
víctimas, así como para asegurar los derechos a la verdad, justicia y reparación de sus familiares. 

1. Con relación a José Adrián Rochac Hernández 

220. La Comisión ha dado por probado que respecto de lo sucedido a José Adrián Rochac 
Hernández, se iniciaron tres procesos a nivel Interno. El primero, un trámite ante la Procuraduría para 
la Defensa de los Derechos Humanos; el segundo, una investigación por parte del Ministerio Público; 
y el tercero, una acción de habeas corpus ante la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia. 

221. El proceso ante la ·Procuraduría de Derechos Humano culminó por resolución de 7 de 
septiembre de 2004, mediante la cual se recomendó al Ministerio Público investigar su desaparición, 
al igual que la de otros 136 niños y niñas. El segundo proceso fue iniciado en la Fiscalía General de 
la Re.pública, y hasta la techa de la presentación de la petición, no se tiene información· sobre 

m Corte l.D.H., Caso Cantora! Huamanf y Garcfa Santa Cruz Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 10 deju!lo de 2007. Serie C.No. 167, párr. 130¡ Corte !.D.H., Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. 
Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, párr. 120¡ y Corte I.D.H., Caso Hui/ca Tecse Vs. Per6. 
Sentencia de 3 de marzo de 2005. Serie C No. 121, párr. 66. 

~ 78 Corte J.D.H., Caso Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio 
de 2007, Serie C No. 166, párr. 122. 

179 Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodrfguez. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 177; Corte 
LO.H., Caso Cantora/ Huamanl y Garcia Santa Cruz. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones v Costas. Sentencia de 10 de 
julio de 2007. Serie C No. 167, párr. 131; y Corte I.D.H., Caso Zambrano Vélez y otros, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 166, párr. 120, 

180 Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodrfguez Vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 
177; Corte I.D.H., Caso Zambrano Vé!ez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 
2007. Serie C No. 166, párr. 120. 

181 Corte I.D.H., Caso Escué Zapata Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones v Costas. Sentencia de 4 de julio de 2007. 
Serie C No. 165, párr. 72; Corte LD.H., Caso La Cantuta. Sentencia de 29 de noviembre de 2006 Serie C No. 162, párr. 
102. 

18:1- Corte I.D.H., Caso Kawas Femándel Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 
2009 Serie C No. 196; Corta I.D.H .. Caso Valle Jarami/lo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones V Costas, Sentencia de 
27 de noviembre de 2008. Serie C No. 192. 
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diligencias o gestiones encaminadas a encontrar a José Adrián Rochac. En lo que respecta al 
proceso de habeas corpus, el tercer proceso Iniciado, éste fue rechazado y, notificado con fecha 11 
de marzo de 2003, siendo el argumento principal del rechazo la ausencia de registros del niño en 
instalaciones del ejército. 

222. La Comisión resalta que su desaparición era un hecho público al menos, desde el 31 
de mayo da 1996, fecha en la cual la asociación Pro-Búsqueda presentó a la Procuradurfa para la 
Defensa de los Derechos Humanos, el caso de la desaparición de José Adrián Rachee Hernández. A 
pesar de esto, recién en agosto de 2003 se realizó la primera diligencia por parte del Ministerio 
Público para establecer los hechos, sin embargo, no se cuenta con información alguna sobre el 
impulso posterior y resultados de esta Investigación. 

2. Con relación a Santos Ernesto Salinas 

223. La Comisión ha dado por probado que sobre lo sucedido a Santos Ernesto Salinas, se 
iniciaron dos procesos a nivel interno. El primero a partir de una denuncia presentada en agosto de 
2002 por la madre as Santos Ernesto, señora Maria Adela lraheta ante la sede San Vicente de la 
Fiscalfa General de la República; y el segundo, como consecuencia de una acción de habeas corpus 
intentada también por la madre del niño. 

224. No se cuanta con información sobre el impulso y/o resultado de la investigación 
penal, mientras que el proceso de habeas corpus fue rechazado y notificado el 11 de marzo de 
2003, argumentando que no existfa ninguna investigación o diligencias para poder determinar la 
procedencia del recurso. 

3. Con relación a Emelinda Lorena Hernández 

225. Según los hechos establecidos por la Comisión, sobre la desaparición forzada de 
Emelinda Lorena Hernéndez, se iniciaron dos procedimientos internos: el primero, como 
consecuencia de una presentación de 31 de mayo de 1996 por parta de la Asociación Pro Búsqueda 
ante la Procuradurfa para la Defensa de los Derechos Humanos; y el segundo, una acción de habeas 
corpus de techa 15 de noviembre de 2002, interpuesta Maria Adela Hernández, madre de la niña 

· desaparecida. 

226. El procesO' ante la Procuradurfa de Derechos Humanos culminó por resolución de 7 
de septiembre de 2004, en la cual sa recomendó al Ministerio Público investigar su desaparición, al 
igual qua la de otros 136 niños y niñas. Con respecto al procedimiento de habeas corpus, éste fue 
rechazado y notificado el 11 da marzo de 2003, argumentando principalmente la ausencia de 
archivos sobre Emelinda Lorena Hernández. 

4. Con relación a Manuel Antonio Bonilla Osario y Ricardo Aya! a Abarca 

227. Según los hechos establecidos por la Comisión sobre la desaparición forzada de 
Manuel Antonio Bonilla y Ricardo Ayala Abarca, se iniciaron dos procedimientos internos: el primero, 
como consecuencia de una presentación de 31 de mayo de 1996 por parte de la Asociación Pro 
Búsqueda ante la Procuradurfa para la Defensa de los Derechos Humanos; el segundo, tras acciones 
da habeas corpus, iniciadas el 18 de febrero de 2003 en el caso de Ricardo Ayala Abarca y el 27 de 
febrero de 2003 en el caso da Manuel Antonio Bonilla Osario. 

228. El proceso ante la Procuradurfa de Derechos Humanos culminó por resolución de 7 
de septiembre de 2004, en la cual se recomendó al Ministerio Público investigar su desaparición, al 
igual que la de otros 136 niños y niñas. Con respecto a los procedimientos de hebees corpus, éstos 
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fueron rechazados y notificados el 6 de junio de 2003, argumentando principalmente que no 
existirfan indicios que los niños estuvieran privados de su libertad ambulatoria. 

5. Conclusión 

229. La información disponible sobre las causas penales indican que, a la fecha, las 
investigaciones relacionadas con las desapariciones forzadas de José Adrian Rochar Hernández y 
Santos Ernesto Salinas, no han pasado de etapas preliminares, o se encuentran paralizadas sin la 
práctica de pruebas conducentes para determinar las circunstancias de la desaparición de las 
vrctimas, su paradero, ni Jos posibles responsables. 

230. En cuanto a las acciones de habeas corpus, que constituirra un recurso Idóneo para 
lidiar con las desapariciones forzadas183 , en el caso de las cinco vrctimas del presente caso, la 
tramitación de dichos recursos carecieron de toda diligencia y se limitaron a dar un tratamiento 
regular como si se tratara de una privación de libertad en circunstancias normales. Las medidas 
dispuestas para buscar a los niños y niña mediante los habeas corpus no tomaron en consideración 
que Jos hechos denunciados se enmarcaron en un contexto en el cual sa acreditó un patrón 
sistemático de desaparición de niños y niñas, de manera que las medidas de búsqueda respondieran 
a las particularidades de dichos contextos. En los cinco casos, la motivación de los rechazos de Jos 
habeas corpus es tan escueta qua de la misma es posible derivar la inefectividad de este recurso en 
la práctica. 

231. Por otra parte, la Comisión considera de suma gravedad el paso del tiempo desde 
que el Estado ha tomado conocimiento de los hechos - al menos desde mayo de 1996 - sin que 
haya dispuesto una investigación adecuada y diligente de los hechos. Aún más, la Comisión no 
cuenta con Información alguna que indique las razones por las cuales el Estado no ha dispuesto la 
reactivación de las investigaciones tras el reconocimiento de responsabilidad internacional ante la 
CJDH. El paso del tiempo contribuye a perpetuar la impunidad pues tiene el efecto inevitable de 
reducir las perspectivas de ubicar testimonios veraces y pruebas conducentes a establecer lo 
sucedido y sancionar a los responsables. La Comisión entiende que la desaparición forzada de 
personas es un fenómeno cuya complejidad puede implicar una d'emora an las investigaciones. Sin 
embargo, en el presente caso, la Comisión observa que las demoras en los procesos no han sido 
consecuencia de la naturaleza del asunto ni de la práctica de diligencias especialmente complejas. 
Por el contrario, la información disponible indica que la falta de resultados en el proceso se ha 
debido a la inactividad generalizada de las autoridades a cargo de la investigación. 

232. En virtud de las anteriores consideraciones, la Comisión concluye que el Estado 
salvadoreño violó Jos derechos a las garantías judiciales y protección judicial, consagrados en Jos 
artfculos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones establecidas en el 
artrculo 1 .1 del mismo instrumento, en perjuicio de José Adrián Rachee Hernández, Santos Ernesto 
Salinas, Emelinda Lorena Hernández, Manuel Antonio Bonilla y Ricardo Ayala Abarca, asr como de 
los familiares identificados hasta el momento, Alfonso Hernández, Sebastfan Rochac Hernández, 
Estenislao Rochac Hernández, Maria Juliana Rachee Hernández, Marra del Tránsito Rachee 
Hernández, Ana Margarita Rochac Hernández, Nicolas Alfonso Rochac Hernández, Marra Adela 
lraheta (fallecida en 2005), Amparo Salinas, Estela Salinas, Josefina Salinas, Julio lraheta, Felipe 
Floras lraheta, Marra Adela Hernández, Juan de la Cruz Sánchez (fallecido), Joel Alcides Hernández, 
Valentina Hernández, Santiago Perez, Juan Evangelista, José Cristina Hernández, Eligorio 
Harnández, Rosa Ofelia Hernández, José de la Paz Bonilla, Marra de Jos Ángeles Osorio, Petrolina 
Abarca Alvarado, José Arístides Bonilla, Marra Inés Bonilla, Marra Josefa Rosales, Maria Esperanza 

183 Corte l. D. H. El Hábells Corpus bajo suspensión de garantfas (arts.27 .2, 25.1 y 7.6 Convención Americana 
Sobre Derechos Humanos), Optnión Consultiva OC-8/87 del30 de enero de 1987. Serie A. No. 8. Párr. 35. 
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Alvarado, Luis Alberto Alvarado, Ester Ayala Abarca, Paula Alvarado, Daniel Abarca, José Humberto 
Abarca y Osmfn Abarca. 

E. El derecho a la integridad personal respecto de los familiares (artrculos 5 de la 
Convención) 

233. Tal como la Corte ha indicado reiteradamente, los familiares de las vfctimas de 
violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez, vlctimas184

, En diversos casos, la Corte 
lnteramericana ha considerado violado el derecho a la integridad pslquica y moral de los familiares 
de las vfctimas "con motivo del sufrimiento adicional que éstos han padecido como producto de las 
circunstancias particulares de las violaciones perpetradas contra sus seres queridos y a causa de las 
posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades estatales frente a los hechos"186 • 

234. Especfficamente, en casos de desaparición forzada, la Corte ha señalado que es 
posible entender que la violación del derecho a la integridad psfquica y moral de los familiares de la 
vfctlma es una consecuencia directa, precisamente, de ese fenómeno, que les causa un severo 
sufrimiento por el hecho mismo, que se acrecienta, entre otros factores, por la constante negativa 
da las autoridades estatales de proporcionar información acerca del paradero de la vfctima o de 
iniciar una investigación eficaz para lograr el esclarecimiento de lo sucedido"'· 

235. La Comisión considera que esta presunción es aún más evidente en un caso como el 
presente, en el cual las vfctimas son todos niños y un niña que, por su condición, se encontraban en 
mayor situación de indefensión y vulnerabilidad. Esto permite inferir que sus padres y/o familiares 
sintieron profundo temor a impotencia frente a la suerte de las vfctimas. Teniendo en cuenta las 
circunstancias ya descritas de cada una de las desapariciones, el separación de la familia, los 
Intentos fallidos de lograr un esclarecimiento de lo sucedido y la consecuente incertidumbre sobre el 
destino o paradero de sus hijos e hijas, la Comisión considera que el Estado violó el derecho a la 
integridad psfquica y moral de los familiares Alfonso Hernández, Sebastlan Rachee Hernández, 
Estanlslao Rachee Hernández, Maria Juliana Rachee Hernández, Marra del Tránsito Racheo 
Hernández, Ana Margarita Rachee Hernández, Nicolas Alfonso Rachee Hernández, Merla Adela 
lraheta (fallecida en 2005), Amparo Salinas, Estela Salinas, Josefina Salinas, Julio lraheta, Felipe 
Flores lraheta, Maria Adela Hernández, Juan de la Cruz Sánchez (fallecido), Joel Alcides Hernández, 

·Valentina Hernández, Santiago Perez, Juan Evangelista, José Cristina Hernández, Eligorio 
Hernández, Rosa Ofelia Hernández, José de la Paz Bonilla, Marra de los Angeles Osario, Petrolina 
Abarca Alvarado, José Arlstides Bonilla, Maria Inés Bonilla, Maria Josefa Rosales, Maria Esperanza 
Alvarado, Luis Alberto Alvarado, Estar Ayala Abarca, Paula Alvarado, Daniel Abarca, José Humberto 
Abarca y Osmln Abarca. 

VI. CONCLUSIONES 

236. De conformidad con las consideraciones vertidas a lo largo del presente informe, la 
Comisión lnteramericana de Derechos Humanos concluye que el Estado de. El Salvador violó los 
derechos consagrados en los articulas 3, 4, 5, 7, 8, 17, 19 y 25 de la Convención Americana sobre 

184 Corte I.D.H., Caso Goiburú y otros. Sentencia de 22 de septiembre de 2006. Serie C No. 153, Párr. 96; Corte 
I.D.H., Caso Ximenes Lopes, Sentenc!t~ de 4 de julio de 2006. Seria e No. 149. Párr. 156; y Corte l.D.H., Caso López 
Alvaraz. Sentencia de 1 de febrero de 2006. Serie e No. 141, Párr. 119. 

186 Corte I.D.H., Caso Gómez Palomino, Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie e No. 136. Pérr. 60; Corte 
I.D.H., Caso de la "Masacre de Mapltipánn. Sentencia de 16 de septiembre de 2005. Serie e Na. 134. Pérrs. 144 y 146, 

111a Corte !.D.H., Caso La Cantuta, Sentencia de 29 de noviembre de 2006 Serie e No. 162. Párr, 132; Corte I.D.H., 
Caso Goiburú y otros, Sentencia de 22 de septiembre de 2006, Serie e No, 163. Párr. 97; Corte I.D.H., Caso Gómez 
Palomino. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie e No. 136. Párr. 61. 
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Derechos Humanos, en relación con las obligaciones establecidas en el artfculo 1.1 del mismo 
instrumento, en perjuicio de los niños y niña desaparecidos/a José Adrián Rochac Hernéndez, 
Santos Ernesto Salinas, Emelinda Lorena Hernández, Manuel Antonio Bonilla y Ricardo Ayala 
Abarca. Asimismo, la Comisión concluue que el Estado de El Salvador violó los derechos 
consagrados en los artfculos 5, 17, 8 y 25 de la Convención Americana en relación con las 
obligaciones establecidas en el articulo 1.1 del mismo Instrumento, en perjuicio de los familiares 
Alfonso Hernández, Sebastfan Rochac Hernández, Estanislao Rochac Hernández, Maria Juliana 
Rochac Hernández, Marfa del Tránsito Rochac Hernández, Ana Margarita Rochac Hernández, Nicolas 
Alfonso Rochac Hernández, María Adela lraheta (fallecida en 20051, Amparo Salinas, Estela Salinas, 
Josefina Salinas, Julio lraheta, Felipe Flores lraheta, Marfa Adela Hernández, Juan de la Cruz 
Sénchez (fallecido), Joel Alcides Hernández, Valentina Hernández, Santiago Perez, Juan Evangelista, 
José Cristina Hernández, Eligorio Hernéndez, Rosa Ofelia Hernández, José de la Paz Bonilla, Marra 
de los Angeles Osario, Petrolina Abarca Alvarado, José Arfstides Bonilla, María Inés Bonilla, Marra 
Josefa Rosales, María Esperanza Alvarado, Luis Alberto Alvarado, Ester Ayala Abarca, Paula 
Alvarado, Daniel Abarca, José Humberto Abarca y Osmfn Abarca. 

VIl, RECOMENDACIONES 

237. En virtud de las conclusiones del presente informe de fondo, la Comisión 
lnteramericane le recomienda al Estado salvadoreño: 

1. Investigar de manera completa, imparcial y efectiva el destino o paradero José 
Adrián Rochac Hernández, Santos Ernesto Salinas, Emelinda Lorena Hernández, Manuel Antonio 

. Bonilla y Ricardo Ayala Abarca y, en caso de ser hallados, realizar los esfuerzos necesarios para 
asegurar la reunlficación familiar. En caso que llegase a establecerse que algunos de ellos no están 
con vida, adoptar las medidas necesarias para entregar sus restos a los familiares. 

2. Investigar los hechos de manera completa, Imparcial y efectiva para determinar la 
responsabilidad y sancionar a todos los autores de las violaciones de derechos humanos en perjuicio 
de las vfctimas del presente caso, incluyendo las investigaciones necesarias para determinar la 
responsabilidad y sancionar a las personas que participaron en el encubrimiento de los hechos y en 
la denegación de justicia. 

3. Reparar adecuadamente a las vfctimas del presente caso de forma que incluya el 
aspecto tanto material como inmaterial. 

4. Adoptar las medidas necesarias para asegurar la efectividad y permanencia por el 
tiempo que sea necesario, de la comisión de búsqueda, de la página web de búsqueda y del sistema 
de información genética, que se estén implementando en el marco de lo ordenado por la Corte 
lnteramericana de Derechos Humanos en la sentencia del caso de las Hermanas Serrano Cruz. En 
particular, asegurar que estas medidas sean dispuestas mediante los mecanismos legales que 
permitan la seguridadjurfdica en su funcionamiento y con la dotación de presupuesto necesaria. 

5. Adoptar medidas de no repetición para asegurar que el sistema de protección integral 
de los nmos y niñas sea implementado de manera efectiva, incluyendo el. fortalecimiento y 
adecuación con los estándares Internacionales del sistema de Registro Civil y el sistema de 
adopción. 

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 7 dfas del mes de noviembre de 2012. 
(Firmado!: José de Jesús Orozco Henrfquez, Presidente; Tracy Robinson, Primer Vicepresidenta; Felipe 
González, Segundo Vicepresidente; Dineh Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa Marra Ortiz, y Rose­
Maria Antaine, Miembros de le Comisión. 
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La que suscribe, Elizabeth Abi-Mershed, en su carácter da Secretaria Ejecutiva Adjunta de la 
Comisión lnteramericana de Derechos Humanos, de conformidad con el articulo 49 del Reglamento 
de la Comisión, certifica que es copia fiel del original depositado en los archivos de la Secretaria de 
la CIDH. 

Elizabeth Abi-Mershed 
Secretaria Ejecutiva Adjunta 




